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Exp. 872/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 872/2018.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.


San Luis Potosí, S. L. P., a once de marzo del dos mil diecinueve. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 872/2018, promovido por los C.C. **********, contra actos del  Director del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estado de San Luis Potosí, y
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el treinta de octubre de dos mil dieciocho, los C.C. **********, promovieron demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada al Director del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:

“La negativa ficta derivada de la omisión a contestar mi solicitud de fecha 20 de junio de 2018, en el que solicite expedición de certificado de que no se encuentra inscrito en los libros y archivos de esas oficinas en los últimos diez años anteriores a la fecha el predio rústico ubicado en el norte de la ciudad denominado colonia **********con las siguientes medidas y colindancias:...”
II.-  Por auto de fecha seis de noviembre del dos mil dieciocho, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Por otra parte, se requirió a los promoventes, para que designaran un representante común, y se les apercibió que de no hacerlo se nombraría como representante común a la persona que figuro en primer término en el escrito de demanda.
III.-  En proveído de fecha diez de diciembre del dos mil dieciocho, se advirtió que los promoventes del juicio no dieron respuesta al requerimiento de fecha seis de noviembre, por lo que se hizo efectivo el apercibimiento formulado, y se nombró como representante común de los promoventes a **********.
Por otra parte, se tuvo la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que al tratarse de una resolución de negativa ficta, con fundamento en el artículo 237 fracción I  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se otorgó a los actores plazo para ampliar su demanda, y se les apercibió que de no hacerlo en el término otorgado se declararía precluido su derecho.
Así mismo, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

· A la parte actora se le tuvieron por admitidas: Acuse del escrito recibido el veinte de junio de dos mil dieciocho, por el Instituto Registral y Catastral de San Luis Potosí, S.L.P.

· A la autoridad demandada, se le admitieron: Copia certificada de su nombramiento, expedido el veintisiete de septiembre de dos mil quince; La instrumental de actuaciones; La presuncional lógica, legal y humana.
IV.- En acuerdo de fecha veintinueve de enero de dos mil diecinueve, se advirtió que los actores no ampliaron su demanda en el término concedió en auto de fecha diez de diciembre del dos mil dieciocho, por lo que se hizo efectivo el apercibimiento formulado en dicho auto y se declaró precluido su derecho a ampliar la demanda
Por último, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las doce horas del catorce de febrero de dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia de ley.
V.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, y se certificó la inasistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación y asimismo hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas y admitidas, en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, el Secretario certificó que ninguna de las partes formuló alegatos; y se citó para resolver. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En cuanto al interés jurídico de los actores, quedó acreditado con la documental que fue acompañada a su escrito de demanda, y que es visible en las fojas 11 a 18 del expediente en que se actúa, de la que se desprende que es la instancia formulada por los actores, a efecto de que se les expidiera la certificación de no registro, a que se refiere el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, respecto de un bien inmueble.
En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada, compareció la Lic. ********** Directora General del Instituto Registral y Catastral en el Estado, quien acreditó dicha personalidad con la copia certificada del nombramiento expedido en su favor que obra agregado a fojas 31 de autos. 
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la Parte Actora hizo consistir en:
“La negativa ficta derivada de la omisión a contestar mi solicitud de fecha 20 de junio de 2018, en el que solicite expedición de certificado de que no se encuentra inscrito en los libros y archivos de esas oficinas en los últimos diez años anteriores a la fecha el predio rústico ubicado en el norte de la ciudad denominado colonia los limones segunda sección con las siguientes medidas y colindancias:...”
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al fondo del asunto.

Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis, que a la letra dice lo siguiente:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”



En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora. 
QUINTO.- El concepto de impugnación que plantean los Actores en su escrito de demanda, se localiza a foja 08 del expediente en que se actúa, el que por economía procesal se tiene aquí por reproducido. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia, que a la letra dice lo siguiente: 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término se debe señalar que los actores en su escrito inicial de demanda impugnan la Resolución negativa ficta que se actualiza en relación a la instancia formulada ante la Dirección del Registro Público de la propiedad y el comercio del Estado de San Luis Potosí, mediante escrito de fecha veinte de junio de dos mil dieciocho, en el que solicitan la expedición de certificado de que no se encuentra inscrito en los libros y archivos de esas oficinas en los últimos diez años anteriores a la fecha el predio rústico ubicado en el norte de la ciudad denominado colonia **********.
En ese contexto, en primer lugar se procederá a determinar si en la especie se configuró la resolución negativa ficta:
En ese sentido, en primer término debe decirse que la negativa ficta ha sido considerada por nuestra doctrina jurídica, como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad, que conforme a la ley debe emitir la resolución correspondiente; por tanto se establece que cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se formuló la instancia, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el gobernado que formuló la instancia. 

En ese orden, dicha figura implica la abstención de la autoridad a resolver sobre una solicitud dentro del plazo legal, y la consecuente presunción legal de que se ha negado lo pedido por el gobernado que lleva implícita tal omisión de la autoridad, de modo tal que su naturaleza la podemos descomponer como elementos a saber:
a) Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad;
b) Una omisión, la abstención de responder, por parte de la autoridad;

 c) Que la abstención se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley, para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, tenemos en cuenta que en la presente controversia se surten las hipótesis que la integran, lo anterior atendiendo al hecho de que cada uno de los requisitos para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad hasta la fecha en que controvirtió en esta vía.
Así, la negativa ficta demandada por los actores se acredita en razón de las siguientes consideraciones:
1. Con relación al primer requisito;  en el caso que nos ocupa, queda demostrada pues como se dijo en el considerando tercero, dentro las constancias que obran en autos se encuentra la petición de los accionantes, con lo que se corrobora lo expresado por los mismos, en el sentido de que mediante escrito presentado el veinte de junio de dos mil dieciocho, solicitaron a la Dirección del Registro Público de la propiedad y el comercio del Estado de San Luis Potosí, la expedición de certificado de que no se encuentra inscrito en los libros y archivos de esas oficinas en los últimos diez años anteriores a la fecha el predio rústico ubicado en el norte de la ciudad denominado colonia ********** en el cual se aprecia un sello de recibido del Instituto Registral y Catastral San Luis Potosí, S.L.P., Registro Público de la Propiedad, Jurídico, sin que hubiere sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
2. En cuanto al segundo de los elementos, que se traduce en la omisión de responder, se trata de un hecho negativo, que por tanto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada y no a la actora, ello, de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, en relación con lo establecido en el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de lo que sigue que corresponde a la autoridad demostrar que existe una resolución expresa debidamente notificada, de modo que acredite que no se actualizó la hipótesis de omisión de respuesta, ya que este es un hecho positivo.
En ese sentido la autoridad en la contestación de la demanda no refirió ni aporto ningún elemento con el cual poder deducir la existencia de una resolución expresa debidamente notificada, previa a la presentación de la demanda.
3. Respecto al tercer supuesto para que se configure la negativa ficta se encuentra acreditado, ya que el Código Procesal Administrativo del Estado en su artículo 20, establece la figura jurídica de la negativa ficta, consistente en que para el caso de que las autoridades no emitan la resolución correspondiente en el plazo de tres meses, se entenderá que es en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. En seguida se transcribe el precepto legal en cita.
“ARTICULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 
Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”
Bajo ese tenor, en el caso que nos ocupa es evidente que en la especie se configuró la negativa ficta, como Resolución administrativa dictada tácitamente en sentido negativo dada su naturaleza jurídica conforme a la presunción legal establecida en Código Procesal Administrativos del Estado, al no haberse resuelto en forma expresa y notificarse debidamente dentro de un plazo de tres meses lo solicitado por el particular; contados a partir de la fecha de la presentación de la instancia. 
Luego entonces, en primer lugar se tiene por configurada la negativa ficta respecto del escrito recepcionado el veinte de junio de dos mil dieciocho, mediante el cual los actores solicitaron a la Dirección del Registro Público de la Propiedad y el Comercio de San Luis Potosí, la expedición de certificado de que no se encuentra inscrito en los libros y archivos de esas oficinas en los últimos diez años anteriores a la fecha el predio rústico ubicado en el norte de la ciudad denominado colonia **********
En segundo lugar, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la Resolución negativa ficta.
En ese sentido debe decirse que conforme a lo previsto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la autoridad demandada tendrá la oportunidad procesal de sustentar su negativa expresando los fundamentos y motivos que considere aplicables, pues no por configurarse la negativa ficta, por sí misma se vuelve una resolución ilegal, toda vez que de igual manera podría declararse su legalidad. En este orden de ideas, en el caso de que en la contestación no exprese el derecho en que funda su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario.
Para una mejor comprensión de lo expuesto, se transcribe el numeral anteriormente citado.

“ARTICULO 244. …

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.
Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.
…”

Bajo esta tesitura, se tiene que la Directora General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, al producir su contestación de demanda, expone las razones y fundamentos que en su consideración sustentan su negativa a lo solicitado por la parte actora, argumentando medularmente lo siguiente:

“…

Esta Dirección a mi cargo tiene conocimiento que existe una Reforma Publicada en el Periódico Oficial de fecha 29 de septiembre de 2016, respecto del artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles en el Estado que a la letra dice:
922.- “Presentada la solicitud, la cual deberá contener la descripción precisa del inmueble de que se trata, y a la que se acompañará precisamente, certificado del Registro Público de la

Propiedad que demuestre que los bienes no están inscritos, se mandará publicar un edicto que contenga el extracto de ella, en el Periódico Oficial del Estado y en un diario de los de mayor circulación, a juicio del juez, citando a los que se crean con derecho para que se presenten a oponerse. También se publicará el edicto fijándolo por diez días en la puerta del juzgado y en los demás sitios públicos de costumbre.

El certificado del Registro Público de la Propiedad deberá comprender los últimos diez años.”

Pero cabe señalar que a pesar de lo antes trascrito, no se le puede dar respuesta, en virtud de que el promovente no aporta ningún dato registral, cabe señalar que esta Dirección no tiene la certeza jurídica de que el predio materia de las presentes diligencias, cuente o no con registro alguno, lo anterior en virtud, de que el sistema registral con que cuenta el Estado de San Luis Potosí, es mediante índices normativos o de nombre y número de inscripciones, por tanto, esta Dirección, emite acuerdos que le den certeza jurídica al Usuario, dicha certeza consiste precisamente en el conocimiento claro y seguro de la emisión del certificado que esta solicitando, porque al emitirla debe estar convencida de expedirla sin posibilidad de equivocarse, aunque la certeza no implica veracidad o exactitud. Esto quiere decir que una persona puede afirmar que tiene una certeza y, sin embargo, la información que maneja es falsa o errónea, por lo que carece de capacidad material y jurídica a fin de determinar fehacientemente si aparece registrado el inmueble citado en su escrito de cuenta, al no proporcionar dato alguno de identificación registral, toda vez que esta oficina registral tiene la obligación de expedir a quien lo solicite, certificaciones literales o en extracto, de las inscripciones o constancias asentadas en los libros o folios registrales, conforme a lo establecido por el artículo 11 de la Ley del registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y municipios de San Luis Potosí y articulo 47 de la Ley en comento, como el articulo922 del código de procedimientos civiles vigente en el Estado y los artículos 1, 8, 14, 16 y 17.

…”
Así mismo, es oportuno precisar, que dicha respuesta no puede ser susceptible de considerarse como resolución expresa recaída a la petición de los actores, puesto que la misma comprende la propia contestación de demanda, sin que de su contenido se desprenda que constituya un oficio de autoridad independiente al documento de contestación de demanda, ni se encuentra constancia alguna de su notificación por separado; lo anterior como se ha sostenido en precedentes jurisdiccionales en la materia.

Ahora bien, en virtud de ser un derecho procesal previsto en el artículo 237fracción I del Código Procesal Administrativo, en auto de fecha diez de diciembre de dos mil dieciocho, se otorgó a los actores el termino de diez días hábiles para la ampliación de su demanda (auto que les fue notificado por lista el diez de enero del año actual, según certificación que obra agregada a foja 41 de autos).

A continuación, se transcribe el numeral anteriormente citado.

“ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los caso s siguientes: 

I. Cuando se impugne una negativa ficta;
…”

 Sin embargo, en proveído de fecha veintinueve de enero de dos mil diecinueve se advirtió que los promoventes no ejercieron su derecho a ampliar la demanda, por lo que se declaró la preclusión del mismo.
Por lo tanto, se procede a analizar el escrito inicial de demanda, el cual se encuentra agregado a foja de la 2 a la 10 de autos.

 Sirve de apoyo a lo anterior la siguiente Tesis:

“NEGATIVA FICTA. FALTA DE AMPLIACION DE LA DEMANDA. Si en la demanda fiscal formulada contra una resolución negativa ficta recaída a un recurso administrativo, se expresan los hechos o antecedentes de esa negativa, y se expresan conceptos de anulación en contra de ella, y si se contiene en esa demanda la litis planteada en el recurso, la Sala Fiscal no puede declarar la validez de la negativa ficta con el solo argumento de que rendida la contestación por las autoridades demandadas, justificando la negativa ficta, la actora no amplió su demanda para expresar nuevos antecedentes y nuevos conceptos de violación. Es claro que la quejosa siempre puede hacer esto, pero aun en el supuesto de que no lo haga, para que no se le deniegue justicia ni se le viole la garantía de audiencia establecida en el artículo 14 constitucional (y para que, de paso, no se viole el artículo 229 del Código Fiscal que obliga a las Salas del Tribunal Fiscal a examinar todos los puntos controvertidos), la Sala debe examinar la legalidad de la negativa ficta a la luz de los hechos y de los conceptos de anulación vertidos en la demanda inicial, que podrían ser suficientes para sostener las pretensiones de la actora. Pero debe hacer el estudio de fondo de todas las cuestiones planteadas en la demanda inicial y en la contestación, para resolver lo que en derecho proceda, sin que sea lícito omitir todo estudio al respecto por el simple hecho de que no haya habido ampliación de la demanda. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”


En este orden de ideas, puede advertirse que los actores únicamente hicieron valer un concepto de impugnación, en el cual medularmente se duelen de la omisión de respuesta a su solicitud, especificando como UNICA pretensión la respuesta a tal solicitud, sin que esgrimieran argumentos tendientes a controvertir la resolución negativa ficta hecha valer por la Directora General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí.

Por lo tanto, a juicio de esta Sala, el único concepto de impugnación planteado por los actores resulta ser inoperante, puesto que, como ya se señaló anteriormente la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, expuso las razones y fundamentes de su negativa, sin que esto hubiera sido controvertido de ninguna forma por los actores, pues los mismos se limitaron únicamente a pretender la respuesta a su solicitud.

Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente tesis:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO DIRECTO. CUÁLES TIENEN ESA CALIDAD, POR NO CONTENER ARGUMENTOS TENDENTES A IMPUGNAR LAS CONSIDERACIONES QUE DIERON SUSTENTO A LA SENTENCIA DE NULIDAD CONTROVERTIDA. Si bien los órganos jurisdiccionales de amparo han fijado un número importante de especies del género "conceptos de violación inoperantes", tratándose de resoluciones dictadas por las Salas ordinarias o Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, tienen esa calidad aquellos que se limitan a reproducir sustancialmente los argumentos que el actor hizo valer en la demanda de nulidad; los que se ocupan de controvertir sólo algún aspecto de la sentencia, sin destruir la totalidad de la argumentación sustentada; los que dejan de exponer la razón de la afectación de derechos de manera cierta y evidente; aquellos que reiteran lo manifestado con anterioridad en otras instancias y recursos, incluyendo los que se ocupan de afirmaciones que ya fueron atendidas en la resolución definitiva, así como los que exponen motivos de ilegalidad en contra del acto o resolución administrativa que pretende declararse insubsistente en el juicio contencioso administrativo federal. En suma, la inoperancia de este tipo de conceptos de violación radica en que no contienen argumentos tendentes a impugnar las consideraciones que dieron sustento a la sentencia materia del amparo directo. QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En atención a lo anterior, a juicio del Magistrado que integra esta Sala Unitaria lo procedente es declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ de la Resolución negativa ficta que recayó a la solicitud de expedición de certificado de que no se encuentra inscrito en los libros y archivos de esas oficinas en los últimos diez años anteriores a la fecha el predio rústico ubicado en el norte de la ciudad denominado colonia **********, de fecha veinte de junio de dos mil dieciocho.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 217, 248, 249 y 251del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de la Resolución negativa ficta que recayó a la solicitud de expedición de certificado de que no se encuentra inscrito en los libros y archivos de esas oficinas en los últimos diez años anteriores a la fecha el predio rústico ubicado en el norte de la ciudad denominado colonia **********, de fecha veinte de junio de dos mil dieciocho; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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